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PRÓLOGO

«Las reglas jurídicas no están dictadas únicamente con el 
deseo de asegurar el buen funcionamiento de la econo-
mía. Son leyes del Estado, y también son el resultado de 

fuerzas diversas que obran sobre el poder  legislativo»

GeorGes ripert 1

El presente estudio tiene por objeto abordar el tratamiento que los objetivos de 
carácter socio laboral reciben hoy en día por parte de nuestras Administraciones y 
entidades del sector público, a la hora de adquirir los bienes y servicios que demanda 
la ciudadanía, mediante el instrumento de la contratación pública. 

En este sentido, el objetivo esencial del actual marco normativo con que nos he-
mos dotado tanto a nivel europeo como internamente en nuestro país en esta materia 
de contratación pública, sigue siendo garantizar preferentemente la libre competencia 
entre las empresas licitadoras, como fórmula de salvaguardar los intereses finales de 
consumidores y contribuyentes. Ello nos lleva a constatar, como hace notar Olimpia 
Molina, el objetable carácter secundario o subsidiario que los objetivos de política so-
cio laboral siguen presentando en el ámbito de la contratación pública. Sin embargo, 
esto no resulta óbice para reconocer que la aparición de las Directivas Comunitarias 
en materia de contratación pública conocidas como de «Cuarta Generación» en 2014, 
representan un punto de inflexión en la evolución del Derecho Comunitario en este 
ámbito, al profundizar en la dimensión cualitativa de este instrumento, que permite in-
cluir criterios de sostenibilidad social como elemento que agrega valor a la contratación 
pública. Estas directivas fueron traspuestas a nuestro Derecho interno a través de la Ley 
9/2017, de Contratos del Sector Público (LCSP). Y es que en la contratación pública en 
el marco de un Estado Social de Derecho concurren e interactúan —inevitablemente— 
una pluralidad de intereses legítimos en presencia cuya tutela ha de ser por mandato 
constitucional legalmente garantizada a través de las técnicas jurídicas pertinentes de 
que dispone el Derecho de la Economía y el Derecho Social del Trabajo. 

1  ripert, G.: Aspectos jurídicos del capitalismo moderno, trad. J. Quero Morales, revisión, 
edición y estudio preliminar, «La organización jurídico-económica del capitalismo: El Derecho 
de la Economía» (pp. XIII-CL), a cargo de J.L. Monereo Pérez, Granada, Comares (Col. Crítica 
del Derecho, 2000, pág. 2. 
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Por otro lado, la rápida sucesión de situaciones inesperadas y extraordinarias a los 
que nuestra sociedad europea y, particularmente española, ha tenido que hacer frente, 
derivadas de la pandemia originada por la Covid-19, han provocado una batería de 
cambios normativos, que han tenido el efecto de convulsionar, por vía de urgencia, 
este marco normativo básico en materia de contratación pública con el que nos ha-
bíamos dotado poco tiempo antes. Se trata de un auténtico Derecho del Trabajo de la 
Emergencia, con los rasgos propios de un Derecho excepcional. 

Teniendo en cuenta estas circunstancias y tras el tiempo transcurrido desde su 
entrada en vigor, es el momento de analizar si realmente la contratación pública está 
contribuyendo al desarrollo y consecución de estos objetivos de carácter socio laboral. 
Estas respuestas desde el ámbito social y laboral resultan hoy, si cabe, más apremiantes, 
para superar la grave crisis en la que nos encontramos inmersos, como consecuencia 
de la pandemia provocada por la Covid-19 que nos está tocando vivir.

En este contexto, reclama también atención la apuesta de la Unión Europea por 
contribuir a relanzar la maltrecha economía de los países miembros, a través del ambi-
cioso programa «Next Generation UE», cuya finalidad última es colaborar en relanzar 
las inversiones públicas y privadas. Este programa —destaca Olimpia Molina— re-
presenta una oportunidad en medio de la actual crisis, para reinventar el modelo de 
regulación, para salir reforzados, orientando la compra pública hacia la adquisición de 
bienes y servicios que integren los objetivos socio laborales como señas de identidad, 
con vocación de crear y mantener empleo. Para ello resulta imprescindible que nues-
tras Administraciones y entidades del sector público, al gestionar estos fondos, tengan 
en cuenta la necesidad de contrarrestar la destrucción del tejido productivo que se ha 
producido en nuestro país, y que afecta sobremanera a autónomos y Pymes. Pero al 
mismo tiempo, no se puede obviar el riesgo que de ello también puede hacerse deri-
var, consistente en que las urgencias y circunstancias extraordinarias de todo tipo, que 
pueden concurrir en estos procesos de contratación de bienes y servicios adquiridos 
con fondos europeos, den al traste con la ansiada dimensión cualitativa de la contra-
tación pública, obviando los requisitos que el marco general establece, tendente a la 
integración y desarrollo de la misma.

Desde esta perspectiva, se analiza a lo largo de los capítulos que integran este ex-
celente estudio, la evolución que tanto desde el Derecho Europeo como desde nuestro 
Derecho Interno ha venido mostrando la integración y desarrollo de estos objetivos 
socio laborales en los procesos de contratación pública.

Se aborda también la problemática que viene caracterizando en nuestro sistema de 
contratación pública a los conocimos como «contratos menores», que tradicionalmente 
han estado rodeados de una fuerte polémica y descrédito en nuestro país, debido al 
abuso en que se ha venido incurriendo en el recurso a este tipo de contratos, con el fin 
de evitar las restricciones tendentes a asegurar la libre de competencia que rige en todo 
el sistema de contratación pública. Sin embargo, la respuesta normativa que ha recibido 
esta modalidad de contratación, inspirada en el propósito de poner fin a estas prácticas 
abusivas, presenta el riesgo de acabar desvirtuando uno de los objetivos básicos que 
orienta el nuevo marco normativo en esta materia, que no es otro que el de favorecer 
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la participación en los procesos de licitación de Pymes y entidades de economía social. 
Todo ello será objeto de atención en las páginas siguientes.

También se analizan las potencialidades y obstáculos que la inclusión de objetivos 
de carácter socio laboral ha venido tradicionalmente encontrando en cada una de las 
diferentes fases del procedimiento de licitación pública. En esta obra se aportan argu-
mentos y ejemplos extraídos de nuestra práctica de contratación, que pongan fin a la 
tradicional creencia que ha venido imperando en muchos casos entre los operadores 
de este sector, al considerar que las posibilidades de éxito en la incorporación de estos 
objetivos, quedaban muy influenciadas por la elección de la concreta fase en la que 
pretendieran introducirse. Frente a esta creencia, siguiendo la regulación que actual-
mente presenta la LCSP, se aborda desde una perspectiva integral todo el procedimiento 
de licitación, dando gran relevancia a la misma fase preparatoria del contrato. En este 
sentido, LCSP contempla como novedad, realzada por Olimpia Molina, un planteamien-
to muy interesante, estableciendo el deber de planificar la actividad de contratación y 
de dar a conocer de forma anticipada esta planificación. Sin embargo, la planificación 
y la anticipación aún hoy, siguen siendo actividades bastante infrecuentes en la prác-
tica de la contratación pública, más acostumbrada a desarrollarse bajo imperativos de 
urgencia, derivados en muchas ocasiones de la necesaria ejecución presupuestaria. Esta 
tendencia que nuestra contratación pública venía arrastrando desde hace tiempo, se 
ha visto si cabe aún más intensificada por las urgencias que, la gestión de las compras 
públicas en la era Covid, está imponiendo a esta actividad, hasta el punto que puede 
suponer un grave riesgo para la consecución de los objetivos que la LCSP se marca de 
contribución a la consecución de objetivos de carácter social. 

Recibe también una especial atención el análisis del precio de los contratos como 
uno de los criterios de adjudicación que más pueden llegar a incidir en el objetivo de 
lograr una contratación pública comprometida con la consecución de objetivos sociales 
y laborales, puesto que la mayor valoración que reciba este criterio económico, puede 
dar al traste con la consecución de objetivos socio laborales que hayan quedado in-
corporados en las distintas fases del procedimiento de licitación. De ahí la necesidad 
de abordar este aspecto del contrato, desde la perspectiva de la contratación pública 
socialmente responsable.

Así mismo, el tiempo transcurrido desde la entrada en vigor del nuevo marco 
normativo en materia de contratación pública ha revelado una especial inseguridad 
jurídica y conflictividad en torno a determinadas condiciones especiales de ejecución 
de estos contratos públicos, que presentan un carácter eminentemente laboral, y que 
quizás por ello, no siempre reciben un tratamiento adecuado por parte de los órganos 
administrativos encargados de conocer los recursos especiales que se plantean en esta 
materia, los cuales, en muchas ocasiones, han venido desconociendo las implicaciones 
que desde la legislación laboral, se derivan en materia de contratación pública. También 
a estas condiciones especiales de ejecución de carácter socio laboral se dedicará una 
especial atención a lo largo de capítulos que conforman este estudio.

Se pone también de manifiesto cómo una de las cuestiones que tradicionalmente 
se han venido obviando en los procedimientos de contratación pública es la relativa a 
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la incorporación de mecanismos de control del cumplimiento de los objetivos de ca-
rácter socio laboral que hayan sido incluidos en estos procedimientos, lo que supone 
ni más ni menos, que tirar por tierra todos los esfuerzos empeñados en la consecución 
de estos objetivos. Frente a este tratamiento tradicional, el actual sistema normativo de 
contratación pública aboga por el refuerzo de estos mecanismos de control por parte 
de los órganos de contratación pública, haciendo derivar en caso contrario, responsa-
bilidades no sólo para las empresas adjudicatarias incumplidoras, sino para la propia 
Administración o entidad pública contratante.

Este estudio se completa con la consideración de las experiencias extraídas del ám-
bito de la contratación pública que tienen el valor de actuar como elemento ejemplari-
zante y buenas prácticas en la profundización y consecución de objetivos de carácter 
socio laboral, permitiendo que puedan ser ensayadas en sus respectivos ámbitos de 
actuación, por los distintos órganos administrativos de contratación pública de nuestro 
país. En este sentido, se trae a colación los objetivos que en este ámbito se ha fijado el 
Plan para el Impulso de la Contratación Pública Socialmente Responsable, aprobado en 
nuestro país en el año 2019 y que, como su nombre indica, tiene como objetivo princi-
pal, incidir en el desarrollo de esta dimensión cualitativa de la contratación pública, a 
través de la consecución de objetivos de carácter social y laboral. También se analizan 
experiencias de Administraciones que llevan años desarrollando una consolidada tra-
yectoria comprometidas con la consecución de estos mismos objetivos. Todo ello, con 
el propósito de aportar referentes a nuestros órganos de contratación, en la inclusión y 
desarrollo de esta dimensión cualitativa de la contratación pública.

Por tanto, el presente estudio propone a los operadores del sector de la contrata-
ción pública, un conjunto de técnicas y buenas prácticas para el desarrollo de la tutela 
y protección de intereses generales de carácter socio laboral, a través de la contratación 
pública, tratando de despejar las dudas e incertidumbres que han venido surgiendo en 
esta materia, y que han tenido el efecto indeseado de llevarles a adoptar, en muchos 
casos, una postura conservadora y reactiva frente a todo aquello que suponía una in-
novación socio laboral en estos procesos de licitación pública. Se pretende con ello, 
aportarle instrumentos para que contribuyan de forma efectiva a lograr una sociedad 
más justa y con mayor grado de cohesión social a través del instrumento de la contra-
tación pública.

Sin embargo, frente a este deseable objetivo no se pueden obviar los obstáculos 
que se oponen a su consecución, y cómo estos se ven incrementados por la respuesta 
que, la gestión de la actual crisis motivada por la Covid-19, ha encontrado en materia 
de contratación pública. De estos objetivos, de la necesidad de respuestas a las de-
mandas sociales y de empleo que reclama nuestra sociedad y de la contribución que, 
desde el ámbito de la contratación pública es posible esperar, se reflexiona con pleno 
acierto a lo largo del presente libro. 

Lo que resulta nítido es que la situación de pandemia que estamos viviendo nos 
está poniendo a prueba como sociedad, como Estado Social de Derecho del siglo XXI. 
Como subraya Olimpia Molina, en nuestras manos está superarla, reinventando los mo-
delos de actuación, utilizando todos los instrumentos que para ello tengamos a nuestro 
alcance y no hay duda que la contratación pública es un instrumento que presenta 



XVprólogo

un gran potencial para ello. Ahora más que nunca, nuestra sociedad democrática no 
puede permitirse el lujo de desaprovechar el potencial de la contratación pública como 
herramienta jurídica útil al servicio de los poderes públicos para el cumplimiento de 
los fines constitucionales que tienen atribuidos. 

La profesora Olimpia Molina es una brillante y acreditada investigadora, que 
dada su gran calidad y rigor es reclamada frecuentemente para participar en distintos 
proyectos de investigación y obras colectivas, yendo más allá, es obvio, del ámbito de 
proximidad de nuestra Escuela científico académica de pertenencia. 

Animo encarecidamente al lector a la lectura atenta de esta excelente y oportuna 
obra, en la que encontrará —desde el compromiso con «lo público» y el garantismo 
jurídico de los derechos de los trabajadores— análisis enriquecedores y soluciones 
razonables y de viable realización a la distintas cuestiones controvertidas que plantea 
la inclusión de objetivos socio laborales en los procedimientos de contratación pública 
conciliándolos con la satisfacción eficiente de los intereses públicos concurrentes. 

José Luis Monereo pérez 

Catedrático de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social
de la Universidad de Granada

Presidente de la Asociación Española de Salud
y Seguridad Social 
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